ACTA N° 06-2007 

CONSEJO DIRECTIVO DE LA ESCUELA JUDICIAL, San José, a las nueve horas con treinta minutos del veintiséis de junio del año dos mil siete. Se inicia la presente sesión ordinaria con la asistencia del magistrado Óscar González Camacho, quien preside; el  Dr. Marvin Carvajal Pérez, director de la Escuela Judicial, la Licda. Lilliam Gómez Mora en representación del Ministerio Público; el Lic. Horacio González Quiroga, juez Tribunal Superior Contencioso Administrativo;  la Licda. Marta Iris Muñoz Cascante, jefa de la  Defensa Pública,  y la señora Aida Cristina Sinclair Myers, secretaria a.í. de la Escuela Judicial. Ausentes: el Lic. Francisco Segura Montero, subdirector del Organismo de Investigación Judicial; el M.B.A. Francisco Arroyo Meléndez, Jefe del Departamento de Personal  y el Dr. Víctor Ardón Acosta, Juez Tribunal Superior de Trabajo
ESCUELA JUDICIAL

ARTÍCULO I

Se aprueba el  acta N° 04-2007 del 09 de mayo del 2007 y acta Nº 05-2007 del 11 de mayo de 2007.

-0-

ARTÍCULO II

 El Dr. Marvin Carvajal Pérez, Director de la Escuela Judicial, somete a conocimiento del Consejo Directivo el siguiente documento:

ASAMBLEA  LEGISLATIVA  DE  LA

REPÚBLICA  DE  COSTA  RICA

PROYECTO DE LEY

ESTATUTO DE LA JUSTICIA Y DERECHOS DE LAS PERSONAS

USUARIAS DEL SISTEMA JUDICIAL

PODER EJECUTIVO

EXPEDIENTE N.º 15.736

DEPARTAMENTO DE SERVICIOS

PARLAMENTARIOS

PROYECTO DE LEY

ESTATUTO DE LA JUSTICIA Y DERECHOS DE LAS PERSONAS

USUARIAS DEL SISTEMA JUDICIAL

Expediente N.º 15.736

ASAMBLEA LEGISLATIVA:


Una justificación inicial acerca del nombre que se le da a este proyecto de Ley y del por qué se prefiere la denominación de "Estatuto de la Justicia" por sobre "Estatuto del Juez", que era con el que inicialmente se trabajó a la luz de lo que se aprobó en la VI Cumbre Iberoamericana de Presidentes de Cortes Supremas de Justicia, celebrada en mayo del año 2001 en Santa Cruz de Tenerife, Islas Canarias.  La denominación finalmente adoptada, obedece a la necesidad de ofrecer a partir de allí una mayor cobertura de materias y sujetos implicados en el funcionamiento de la justicia, pero, en esencia, con el ánimo de abrir espacios normativos a materias no solamente que no estaban reguladas anteriormente, sino que lo hace introduciéndolas de una manera que puede considerarse novedosa.


La ley que se propone está llamada a evolucionar en el enfoque que se ha venido manejando de la justicia, y aunque no es novedosa en todos sus aspectos, al incorporarlo en forma de mandatos jurídicos, exigirá a los operadores judiciales y en primer término a los jueces, a reexaminar mucho de lo que ha sido una cultura judicial de larga tradición.


¿Y a qué obedece que haya llegado el momento de una ley tan particular, de la que no hay mayores antecedentes en nuestra región?


Por una parte, porque resulta evidente que la evolución de nuestras sociedades ha llevado, entre otras cosas, a exigir un mayor protagonismo y capacidad de respuesta al sistema de justicia.


Incluso asumimos hoy, y pacíficamente, la necesidad de que el Poder Judicial se adecue a la demanda de apertura y sensibilidad en relación con las expectativas y deseos expresados por diversos sectores y agentes sociales, así como que adapte sus tradicionales métodos de trabajo y actitudes a esas nuevas y sentidas necesidades.  Deben quedar atrás el hermetismo en forma definitiva, el mutismo, el autismo, el secretismo y otros "istmos" de igual tono, que tradicionalmente ha mostrado el sistema judicial y quienes lo componen, poco propensos a trabajar de frente a las personas, a dar cuenta de sus actos, etc., para dar paso a un estilo de trabajo en donde se tenga como eje una cultura del servicio, en la que la dignidad y los derechos de las personas que acuden en demanda de justicia sean protegidos, y en donde la inmediación y la transparencia en todas las actuaciones, sea lo esencial, a fin de que se realice la "justicia pronta, cumplida, sin denegación y en estricta conformidad con las leyes", como manda nuestro texto constitucional y que -más modernamente- podemos traducir como un derecho a la "tutela judicial efectiva". O tutela judicial plena.

 
Por otra parte, el Poder Judicial debe avanzar hacia la consecución o consolidación de su independencia, no como un privilegio de los jueces o de sus integrantes como tales, sino como un derecho de los ciudadanos y como garantía del correcto funcionamiento del Estado constitucional y democrático de derecho.  Adicionalmente debe indicarse que a los jueces hay que exigirles comportamientos y actuaciones en correspondencia con las aspiraciones de la sociedad porque, por supuesto, entendemos que independencia no significa irresponsabilidad.  Si el artículo 9° de nuestra Constitución Política incluye como parte del Gobierno del Estado a los tres Poderes y a todos por igual los señala como "responsables ", está claro que el Poder Judicial, y sus integrantes los jueces, quedan cubiertos por la exigencia de dar un servicio de excelencia y de rendir cuentas sobre su quehacer.  Es en ese sentido que el Estatuto coloca, en adición a la necesaria independencia de los jueces, también la necesidad de que se establezcan mecanismos de evaluación del desempeño, de manera que por este medio se satisfagan las expectativas de una justicia accesible, transparente, proba, oportuna y de calidad, pero a la vez, de jueces que estén en condiciones de hacerlo posible.

 
Precisamente por eso ha de tenerse en cuenta que, a la par de los esfuerzos que se realizan o se han venido realizando en lo que se hemos denominado "Reforma Judicial", con toda esa diversidad y esa riqueza que encierra el concepto, es indispensable responder apropiadamente al reclamo que se escucha con frecuencia para que la justicia se ponga en manos de jueces con una clara idoneidad técnica, profesional y ética.  Lo anterior significa que, en adición a los esfuerzos que se hacen para que la justicia cuente con mejores instrumentos procesales, de infraestructura física, de condiciones materiales para que la mejor prestación del servicio y una gestión a tono con el señalado reclamo social, debe comprenderse también que en última instancia, de los jueces y funcionarios va a depender, significativamente, la calidad de la justicia y la percepción que públicamente se tenga de ella.

 
Una mención a este respecto de la interesante frase que pronunciara Paul Li, en ese momento Director del California Center for Judicial Education and Research, con sede en San Francisco, en el sentido de que "la calidad de la justicia no puede ser mayor que la calidad de los jueces ”


Desde ese preciso ángulo de enfoque es que, cualquier esfuerzo para una "reforma judicial", y específicamente para lo que venimos haciendo en Costa Rica, a la par de las legítimas metas relativas a cuestiones estructurales y de gestión, que son las que primero afloran y sobre las que se pone mucho empeño y dinero, han de fijarse otras igualmente importantes y de singular urgencia, como las que tienen que ver con esa idoneidad profesional, la idoneidad técnica, la vocación de servicio y fuertes criterios éticos en jueces y juezas, si hablamos de una justicia en el Estado constitucional y democrático, como debemos insistir que hoy en día debe ser.  No puede haber divorcio en esto.


Por eso mismo, si no se avanza en todos esos sentidos, poniendo todas las variables de trabajo para el mejoramiento integral de la justicia, de manera paralela, cualquier reforma será incompleta e insostenible en el tiempo, como ahora se exige para este tipo de procesos. Si bien con una referencia especial, pero que ilustra la tesis anterior, señala James Michel, que "una reforma de la justicia que no aborda la independencia de las decisiones judiciales, carece de credibilidad"
.


Es por todo ello que, para el mejor desempeño de la función jurisdiccional y del comportamiento del sistema judicial como un todo, teniendo en cuenta las disposiciones que puedan constar en instrumentos de Derecho Internacional, en declaraciones, en cartas de derechos, en estatutos, algunos de los cuales se han mencionado anteriormente, junto a los que ya están en la Constitución Política y en normas legales ordinarias, es necesario que el sistema judicial disponga de un instrumento como este, que condense o sistematice, de la manera más clara y precisa, los derechos, deberes, condiciones y requisitos que han de acompañar y orientar el ejercicio de tan delicadas tareas y responsabilidades.


Como se adivina a estas alturas, un objetivo específico de la promulgación de una ley como la que en este acto se presenta, consiste en ofrecer un referente que identifique los valores, principios, instituciones, procesos y recursos mínimos necesarios para garantizar que la función jurisdiccional se desarrolle en forma independiente; que defina un perfil de los jueces en el contexto de una sociedad democrática, el papel que desempeñan y lo que se espera no solamente ellos, sino también de otros funcionarios del sistema, a la vez que también se estimulan y potencian los esfuerzos que ya se han venido desarrollando en ese sentido.


Otro objetivo directo, que se detecta con claridad en las partes primera y última de la propuesta de ley, es que aspectos que hoy se estiman esenciales en la actuación jurisdiccional, se conviertan en derechos efectivos de las personas, y que, como tales, puedan ser exigidos y garantizados en el diario quehacer de los órganos judiciales.  De allí todos los elementos que se incorporan y que tienen relación con conceptos como son los de "justicia transparente", "justicia accesible", ''justicia responsable", "justicia independiente", "justicia para los más débiles", "justicia para las minorías", a la par de un bloque que trata de abarcar cuestiones que se denominan allí normas sobre "ética judicial" y que al final, reflejan el propósito de que la justicia y sus operadores obedezcan las exigencias del debido proceso.


La Corte Suprema de Justicia, plenamente consciente de que este tipo de instrumentos reviste un carácter importante en el esfuerzo de construir una cultura jurídica y judicial a tono con los requerimientos de la sociedad actual, estima necesario impulsar la  promulgación de este Estatuto, que se origina primero en un documento que aprobó la Vl Cumbre de Presidentes de Cortes Supremas de Justicia de Iberoamérica, celebrada en Santa Cruz de Tenerife, España, el 25 de mayo de 2001, denominado "Estatuto del Juez Iberoamericano", pero posteriormente se le incorporaron los Acuerdos tomados sobre "Los Derechos de las Personas ante la Justicia", de la VII Cumbre Iberoamericana de Presidentes de Cortes Supremas y Tribunales Supremos de Justicia, celebrada en Cancún, México, en noviembre del año 2002.


Ambos documentos y acuerdos, originalmente escritos en abstracto y para un contexto espacial todavía indeterminado, se han tratado de adaptar a las realidades nacionales.


El "Estatuto" tiene la virtud de calificar como un referente o parámetro de actuación. Ha de tenerse claridad sobre que ese referente funcionará en un doble sentido: primeramente, para los operadores judiciales, que sabrán las reglas a que están sometidos y los medios con que cuentan para un apropiado desempeño; pero también es un referente para los usuarios del sistema y para las personas en general, que sabrán lo que pueden exigir o esperar y en qué condiciones, del quehacer del sistema judicial como un todo y de sus operadores en particular.

 
Como ya se apuntaba, esto es lo propio en el moderno Estado Constitucional de Derecho, en el que se hace efectiva la responsabilidad de los poderes públicos por la forma en que realizan sus cometidos o fines.


En refuerzo de la importancia de este proyecto, hay que insistir en el hecho de que se inscribe dentro de una tendencia muy marcada en el Poder Judicial costarricense, que desde hace ya bastantes años -casi pioneramente- ha venido trabajando en forma intensa en el mejoramiento de las condiciones legales, materiales, intelectuales y éticas en que se desenvuelven quienes desempeñan cargos dentro de él.  A raíz de lo anterior es que se promueven otras importantes reformas e iniciativas que tienen relación con el campo procesal, con la gestión judicial y la gerencia de los tribunales, pero también en la formación inicial de los jueces y otros funcionarios del sistema.


Resulta razonable esperar que, en conjunto, los citados esfuerzos produzcan resultados positivos, cualitativa y cuantitativamente.  Nos lo debemos nosotros, dentro del sistema, y se lo debemos a la sociedad.


Por las razones expuestas, se somete al conocimiento y aprobación de las señoras diputadas y los señores diputados el proyecto de ley:  Estatuto de la Justicia y Derechos de las Personas Usuarias del Sistema Judicial.

LA ASAMBLEA LEGISLATIVA DE LA REPÚBLICA DE COSTA RICA

DECRETA:

ESTATUTO DE LA JUSTICIA Y DERECHOS DE LAS PERSONAS

USUARIAS DEL SISTEMA JUDICIAL
DISPOSICIONES GENERALES

ARTÍCULO 1.-
PRINCIPIOS EN QUE SE FUNDA LA JUSTICIA


La justicia es un valor esencial para la razonable convivencia en sociedad, pero también lo es para el fortalecimiento del sistema democrático.


Debe entenderse que la justicia es un servicio público y las personas tienen derecho a que se le brinde en los más altos niveles de oportunidad, probidad, eficiencia, transparencia, calidad y, especialmente, con respeto de quien acude en demanda de ella.


Todos los funcionarios que participan y se desempeñan dentro del sistema de justicia, en especial sus jueces y juezas, están en el deber de cuidar su alta misión y de que sus actuaciones respondan a normas de conducta que honren la integridad e independencia de su función y que estimulen el respeto y la confianza en su trabajo.


El Poder Judicial deberá crear y promover canales flexibles e informales a los que las personas puedan acudir a plantear sugerencias, reclamos y quejas acerca del funcionamiento del sistema o de funcionarios en particular, debiéndoseles garantizar que no habrá represalias de ningún tipo por tal motivo.


De igual modo, todo servidor judicial está en el deber de facilitar, o en su caso, canalizar apropiadamente la denuncia de actos reñidos con la legalidad o la ética en el desempeño de otros funcionarios, independientemente del rango o función que ejerza el denunciado ó denunciados.

DERECHOS DE LAS PERSONAS USUARIAS DEL SISTEMA JUDICIAL

ARTÍCULO 2.-
LA INFORMACIÓN COMO INSTRUMENTO DE ACCESO A LA JUSTICIA

a)
Todas las personas tienen derecho a que el sistema judicial les tenga informados debidamente sobre el funcionamiento de los tribunales en general, especialmente sobre requisitos y características de los distintos procedimientos judiciales, en todos los ámbitos que cubre el Poder Judicial.

b)
Los interesados tendrán acceso a los documentos, libros, archivos y registros judiciales que legalmente no tengan carácter reservado.

c)
Es de particular importancia que se brinde información general acerca de los horarios de atención al público.  En las sedes judiciales tal información se colocará de modo visible.

ARTÍCULO 3.-
CONOCIMIENTO DE LA LEGISLACIÓN DEL ESTADO Y LA NORMATIVA INTERNACIONAL

 
Las personas tienen derecho a conocer el contenido actualizado de la legislación del Estado y la normativa internacional, especialmente la relacionada con la protección de los Derechos Humanos.  El Poder Judicial deberá colaborar con otras entidades del Estado para que este derecho se facilite a través de sistemas y tecnologías que permitan el acceso a esa información.

ARTÍCULO 4.-
DERECHO A LA TRANSPARENCIA JUDICIAL

a)
Toda persona tiene derecho a ser atendida directamente en las oficinas judiciales, y a recibir información respecto de cualquier aspecto relacionado con el funcionamiento de las dependencias, y en todo caso, a ser orientadas en cuanto a los derechos que puedan asistirles respecto de alguna situación particular.

b)
Las partes -y quien tenga interés legítimo en ellos- tendrán derecho a conocer el contenido y el estado de sus procesos, pero no pueden pretender que los jueces u otros funcionarios opinen sobre el fondo de lo que debe resolverse.

c)
En ningún caso, pueden los jueces negarse a recibir a las partes o a sus abogados, cuando deseen referirse a aspectos relacionados con la administración del expediente, o para el diligenciamiento de alguna actividad procesal o inquirir sobre algún aspecto que legalmente sea pertinente.  Si se entendiere que la solicitud o pretensión de la parte o abogado resulta inadmisible, deberá dejarse constancia de ello en el expediente, de modo que si en el futuro se discutiere el tema, haya mayor seguridad sobre lo sucedido.

ARTÍCULO 5.-
DERECHO A UNA JUSTICIA COMPRENSIBLE

a)
Además de un trato digno y respetuoso, las personas también tienen derecho a que los actos de comunicación contengan términos sencillos y comprensibles, evitándose además, elementos intimidatorios innecesarios.
b)
Igual derecho se tiene a que en las audiencias, comparecencias o cualquier otro acto que se realice oralmente, jueces y funcionarios judiciales utilicen un lenguaje que, respetando las exigencias técnicas necesarias, sea comprensible.

c)
Otro tanto cabe exigir de las sentencias y resoluciones en general, que han de ser redactadas en forma clara y comprensible para los destinatarios.

ARTÍCULO 6.-
DERECHO A LA PUNTUALIDAD Y RAZONABILIDAD DE LOS ACTOS JUDICIALES

a)
Las personas que deban participar en cualquier actividad judicial, tienen derecho a exigir que se lleven a cabo con puntualidad.

b)
Preferentemente el Juez, pero en su caso un funcionario autorizado, deberá informar con claridad y tomando en consideración las circunstancias, las causas de cualquier retraso.

c)
Salvo el caso de fuerza mayor, toda suspensión de una actividad procesal que  exija la presencia de partes, abogados, testigos, peritos u otras personas, deberá ser comunicada con la debida antelación, a fin de evitar gastos y molestias innecesarias a los interesados.

d)
Las comparecencias personales ante cualquier órgano judicial, deberán llevarse a cabo de modo que sea lo menos gravosa posible para la persona.

e)
Las comparecencias judiciales personales deben reducirse a los casos estrictamente necesarios y jueces u otros funcionarios están en el deber de concentrarlas y realizarlas empleando la menor cantidad de tiempo posible, para evitar llamados reiterados e innecesarios.

f)
Si la asistencia a un acto jurisdiccional implica desplazamiento para una persona, cuando por las condiciones personales corresponda, el Poder Judicial debe tramitarle con la antelación y la celeridad debidas, las indemnizaciones que por ello procedan.

ARTÍCULO 7.-
DEBER DE PROTEGER A TESTIGOS Y OTRAS PERSONAS QUE COLABOREN CON LA JUSTICIA

 
Las personas que declaren como testigos, o colaboren de cualquier forma con la administración de justicia, tienen derecho a ser adecuadamente protegidas por las autoridades del Estado, cuando de las circunstancias o de su misma petición se desprenda que ello se hace necesario.

ARTÍCULO 8.-
CONDICIONES DE ATENCIÓN A USUARIOS EL SISTEMA


Las personas tienen derecho a ser atendidos personalmente en las oficinas judiciales respecto de cualquier incidencia relacionada con el funcionamiento de dichas oficinas, en la forma legalmente establecida.

 
Las dependencias judiciales accesibles al público, tales como salas de espera, salas de vistas, clínicas médicas y otros servicios forenses, deberán reunir las condiciones y facilidades que sean necesarias para asegurar una correcta y adecuada atención a las personas.

ARTÍCULO 9.-
FACILIDADES SOBRE DOCUMENTOS QUE DEBAN SER APORTADOS AL PROCESO

 
Las personas tienen derecho a que no se les exija la aportación de documentos que obren en poder de las administraciones públicas, salvo que justificadamente lo requieran de otra forma.  A los efectos de esta disposición, bastará con que la parte indique el lugar donde se encuentren y que sufrague el costo que demande incorporarlos al expediente.

 
Es deber del Estado y los demás entes públicos, disponer de los mecanismos necesarios que permitan, cuando resulte de interés para la tramitación judicial, la consulta directa por parte de jueces y tribunales, de documentos o cualquier otra información que posean, dejándose de ello constancia en el expediente respectivo.

ARTÍCULO 10.-
FACILIDADES PARA COMUNICARSE CON LOS ÓRGANOS JURISDICCIONALES

 
El Poder Judicial hará esfuerzos para que en un plazo razonable, las personas puedan comunicarse con los órganos jurisdiccionales a través del correo electrónico, video conferencias y otros medios telemáticos, con las consecuencias que las leyes procesales contemplen.
ARTÍCULO 11.-
LA PARTICIPACIÓN DIRECTA DEL JUEZ O JUEZA


Las declaraciones y testimonios, debates, vistas y audiencias en las que se tenga por objeto oír a las partes antes de dictar una resolución, se celebrarán siempre con la presencia del Juez o del Tribunal, de acuerdo con lo previsto en las leyes.

ARTÍCULO 12.-
DERECHO DE LAS PERSONAS A RECLAMAR POR MAL FUNCIONAMIENTO DEL SISTEMA JUDICIAL

a)
Las personas tienen derecho a formular reclamaciones, quejas y sugerencias relativas al incorrecto funcionamiento de la administración de justicia, así como a recibir respuesta en forma célere y, en todo caso, dentro de los plazos legalmente establecidos.

b)
Con el fin de hacer efectivo este derecho, el Poder Judicial dispondrá de contralorías de servicios que estarán en el deber de atender debidamente esas quejas, y en su momento, implantando sistemas para garantizar su ejercicio por vía telemática.

c)
En todo caso, a las personas se les hará conocer en forma apropiada el procedimiento mediante el cual se tramitará su queja, reclamo o sugerencia.

ARTÍCULO 13.-
RESPONSABILIDAD DE LA ADMINISTRACIÓN DE JUSTICIA

 
Las personas tienen derecho, con arreglo a la normativa existente, a exigir  responsabilidades por error judicial o por el funcionamiento anormal de la administración de justicia.
ARTÍCULO 14.-
PREVISIONES SOBRE LOS INTERVINIENTES JUDICIALES MÁS DÉBILES.  PROTECCIÓN DE LA VÍCTIMA


La persona que sea víctima, tiene derecho a que el sistema judicial y los tribunales le informen con claridad sobre su intervención en el proceso penal, sobre las posibilidades de obtener una reparación del daño sufrido, así como acerca del curso del proceso. 

a)
El sistema judicial y cada tribunal en particular debe asegurar a la víctima el conocimiento efectivo de las resoluciones que puedan afectar su seguridad, especialmente en casos de violencia doméstica.

b)
De la misma manera, la víctima tiene derecho a ser protegida de forma inmediata y efectiva por los juzgados o tribunales, especialmente frente al que ejerce violencia física, psíquica o de cualquier otra forma, en el ámbito familiar.

c)
Las oficinas de atención a la víctima ya creadas y las que necesariamente han de crearse en donde haya necesidad de hacerlo, en todo el territorio nacional, buscarán la prestación de un servicio integral a la persona afectada por el delito y en su caso, procurarán coordinar acciones con entidades creadas constitucional y legalmente para esos mismos fines.

d)
Se procurará, además, que la víctima sea atendida con respeto a su dignidad y preservando en todo caso su intimidad y propia imagen.  Para ello, se adoptarán medidas que impidan que se encuentre, innecesariamente, en las dependencias policiales o judiciales con su agresor.

e)
Los funcionarios a cargo de estos casos responderán por descuido o negligencia en el cumplimiento de estos deberes.

f)
El Estado y los tribunales o una oficina especializada de éstos, puede adoptar medios técnicos que permitan localizar y ubicar a los agresores a los que se les haya impuesto medidas procesales en protección de las víctimas.

g)
Deberá protegerse a la víctima, asimismo, frente a la publicidad no deseada sobre su situación procesal y de su vida privada.

ARTÍCULO 15.-
PREVISIONES SOBRE LOS INTERVINIENTES JUDICIALES MÁS DÉBILES. PROTECCIÓN DE LOS INDÍGENAS

a)
El Poder Judicial y los tribunales en particular, deben garantizar el acceso a la justicia de la población indígena, con plenitud de derechos, facilitando claramente la utilización de la lengua propia y todos aquellos aspectos que les posibiliten la efectiva comprensión del sentido y significado de las actuaciones judiciales.

b)
El trato que deberá otorgarse a los integrantes de las poblaciones indígenas en el sistema judicial y los tribunales en especial, deberá ser respetuoso con su dignidad y tradiciones culturales.

c)
El Poder Judicial diseñará un modelo que, acorde con lo que establece el derecho consuetudinario de las poblaciones indígenas, pueda servir para la resolución alternativa de conflictos en donde sean parte sus integrantes.

ARTÍCULO 16.-
PREVISIONES SOBRE LOS INTERVINIENTES JUDICIALES MÁS DÉBILES. PROTECCIÓN DEL NIÑO Y EL ADOLESCENTE

a)
El niño o el adolescente tiene derecho a que su comparecencia ante cualquier órgano judicial tenga lugar en forma adecuada a su situación y desarrollo personal.

b)
A fin de resguardar su dignidad y condiciones de seguridad, en sus intervenciones se podrá disponer la utilización de elementos técnicos tales como circuitos cerrados de televisión, videoconferencias o similares.

c)
En lo posible, debe eliminarse la reiteración de comparecencias judiciales del niño o adolescente en relación con un mismo asunto.

d)
Cuando el niño o adolescente tuviere desarrollo intelectual suficiente y así se determinare por algún especialista, tiene derecho a ser oído en todo proceso en que tenga interés directo y que conduzca a una decisión que pueda llegar a afectar su esfera personal, familiar o social.

e)
Tienen derecho, asimismo, a que se evite que en los procesos en que tenga interés, haya publicidad que pueda llegar a afectar su vida íntima personal y a que se guarde debida reserva de actuaciones relacionadas con ellos.

f)
A fin de hacer efectivos estos derechos, el Poder Judicial dictará un instrumento o "protocolo" que sistematice el tratamiento de los asuntos relacionados con menores y adolescentes.

ARTÍCULO 17.-
PREVISIONES SOBRE LOS INTERVINIENTES JUDICIALES MÁS DÉBILES.  LA PROTECCIÓN DE LAS PERSONAS CON DISCAPACIDAD

a)
La persona afectada por cualquier tipo de discapacidad sensorial, física ó psíquica, podrá ejercer con plenitud los derechos reconocidos en este Estatuto, en la Constitución Política y la legislación procesal.

b)
Solamente en casos de necesidad comprobada se le hará comparecer en estrados o para diligencias judiciales.  De ser posible, se dispondrá realizar determinadas actividades en el lugar de residencia o donde se encuentra la persona con discapacidad.

c)
Los edificios judiciales y sus dependencias estarán previstos de aquellos servicios que faciliten el acceso y estancia a los discapacitados.

d)
Las personas con limitaciones para ver, oír o hablar tienen derecho a que se les facilite el servicio de intérprete de signos o de aquellos medios tecnológicos que permitan obtener de forma comprensible la información solicitada, corno la práctica adecuada de los actos de comunicación y de cualquier otra actuación procesal en que participen con motivo de un asunto judicial.

e)
En los actos de comunicación, deberán los tribunales tener absoluta seguridad de que el destinatario con discapacidad no solo haya sido impuesto formalmente de las decisiones jurisdiccionales que deba conocer, sino que comprenda su alcance. Para ello deberá utilizarse el medio que, según el caso, garantice que tal comprensión se ha dado.

f)
Se garantizará el uso de intérprete, al extranjero que no conozca la lengua oficial, si hubiere de ser interrogado o prestar alguna declaración, o cuando fuere necesario darle a conocer en forma personal alguna resolución jurisdiccional. Cuando de las circunstancias, la autoridad judicial llegue a tener duda de que un extranjero está comprendiendo lo que sucede en un determinado proceso, deberá proveer el intérprete, aun cuando no exista solicitud expresa suya.

INDEPENDENCIA JUDICIAL

ARTÍCULO 18.-
PRINCIPIO GENERAL DE INDEPENDENCIA


Como una garantía para las personas, los jueces son independientes en el ejercicio de sus funciones jurisdiccionales y solamente se encuentran sometidos a la Constitución y a la ley, con estricto respeto al principio de jerarquía normativa.
ARTÍCULO 19.-
OBLIGACIÓN DE RESPETO A LA INDEPENDENCIA JUDICIAL


Los otros Poderes del Estado y, en general, todas las autoridades, instituciones y organismos nacionales o internacionales, deben respetar y hacer efectiva la independencia de la judicatura.

ARTÍCULO 20.-
INDEPENDENCIA JUDICIAL Y MEDIOS DE COMUNICACIÓN


Las libertades de expresión e información no resultan incompatibles con la independencia de los jueces, salvo cuando se ejerciten en forma abusiva o arbitraria, con la clara finalidad de influir indebidamente en el dictado de las resoluciones jurisdiccionales.

ARTÍCULO 21.-
INDEPENDENCIA INTERNA


En el ejercicio de la jurisdicción, los jueces no se encuentran sometidos a autoridades judiciales superiores, sin perjuicio de la facultad de estas de revisar las decisiones jurisdiccionales a través de los recursos legalmente establecidos, y de la fuerza que el ordenamiento nacional atribuye a la jurisprudencia y a los precedentes emanados de las Salas de la Corte Suprema Justicia y a la jurisprudencia constitucional.
ARTÍCULO 22.-
DEFENSA DE LA INDEPENDENCIA JUDICIAL


Los ataques a la independencia judicial han de ser sancionados por ley, la que deberá prever los mecanismos por medio de los cuales los jueces inquietados o perturbados en su independencia puedan obtener el respaldo del órgano de gobierno del Poder Judicial.

ARTÍCULO 23.-
CONDICIONES MATERIALES DE LA INDEPENDENCIA


El Estado garantizará la independencia económica del Poder Judicial, mediante la asignación del presupuesto adecuado para cubrir sus necesidades y a través del desembolso oportuno de las partidas presupuestarias. 

IMPARCIALIDAD
ARTÍCULO 24.-
PRINCIPIO DE IMPARCIALIDAD


La imparcialidad del Juez es condición indispensable para el ejercicio de la función jurisdiccional.

ARTÍCULO 25.-
IMPARCIALIDAD OBJETIVA


La imparcialidad del Juez ha de ser real, efectiva y evidente para la ciudadanía.

ARTÍCULO 26.-
ABSTENCIÓN Y RECUSACIÓN


Los jueces tienen la obligación de separarse de la tramitación y conocimiento de asuntos en los que tengan alguna relación previa con el objeto del proceso, partes o interesados en el mismo, en los términos previstos en la ley.


Las abstenciones sin fundamento y las recusaciones infundadas aceptadas por el Juez, constituyen falta grave a sus deberes.

ARTÍCULO 27.-
INCOMPATIBILIDADES


El ejercicio de la función jurisdiccional es incompatible con otras actividades, a excepción de aquellas admitidas por la ley.

SELECCIÓN DEL JUEZ, CARRERA JUDICIAL E INAMOVILIDAD

ARTÍCULO 28.-
ÓRGANO Y PROCEDIMIENTO DE SELECCIÓN DE LOS JUECES


Los procesos de selección y nombramiento deben realizarse por medio de órganos predeterminados por la ley, que apliquen procedimientos también predeterminados y públicos, que valoren objetivamente los conocimientos y méritos profesionales de los aspirantes.

ARTÍCULO 29.-
OBJETIVIDAD EN LA SELECCIÓN DE JUECES

 
Los mecanismos de selección estarán orientados, en todo caso, a la determinación objetiva de la idoneidad de los aspirantes.

ARTÍCULO 30.-
PRINCIPIO DE NO DISCRIMINACIÓN EN LA SELECCIÓN DE JUECES


En la selección de los jueces, no se hará discriminación alguna por motivo de raza, sexo, religión, ideología, origen social, posición económica u otro que vulnere el derecho a la igualdad que ampara a los aspirantes.  El requisito de nacionalidad del país no se considerará discriminatorio.

ARTÍCULO 31.-
PRINCIPIO DE INAMOVILIDAD

a)
Como garantía de su independencia, los jueces son inamovibles desde el momento en que adquieren su nombramiento en propiedad y cumplen el período de prueba establecido en el Estatuto del Servicio Judicial, pasando a formar parte de la carrera judicial.

b)
No obstante, podrán ser suspendidos o separados de sus cargos por incapacidad física o mental, evaluación negativa de su desempeño profesional en los casos en que la ley lo establezca, o destitución o separación del cargo declarada en caso de responsabilidad penal o disciplinaria, por los órganos legalmente establecidos, mediante procedimientos que garanticen el respeto del debido proceso y, en particular, el de los derechos de audiencia, defensa, contradicción y recursos legales que correspondan.

ARTÍCULO 32.-
INAMOVILIDAD INTERNA

a)
La garantía de inamovilidad del Juez se extiende a los traslados, promociones y ascensos, que exigen el libre consentimiento del interesado.

b)
De manera excepcional, se puede ascender o trasladar un Juez por necesidades del servicio o modificación de la organización judicial, pasándolo a reforzar otro órgano jurisdiccional, pero en estos casos, en que prevalece el interés general sobre el particular, deberá garantizarse audiencia previa al Juez en cuestión y acordarse lo que corresponda mediante resolución debidamente motivada.

ARTÍCULO 33.-
OBJETIVIDAD EN LA CONFORMACIÓN DE LA CARRERA JUDICIAL


Los traslados, promociones y ascensos de los jueces se decidirán con criterios objetivos predeterminados en la ley, basados, fundamentalmente, en la experiencia y capacidad profesionales de los solicitantes.
ARTÍCULO 34.-
INAMOVILIDAD "AD HOC"


La inamovilidad del Juez garantiza también, como principio general y salvo aquellos casos expresamente previstos en la Ley, que no podrá ser apartado del conocimiento de los asuntos que le estén encomendados.

RESPONSABILIDAD, INSPECCIÓN Y EVALUACIÓN DEL JUEZ

ARTÍCULO 35.-
PRINCIPIO DE LEGALIDAD EN LA RESPONSABILIDAD DEL JUEZ


Los jueces responderán penal, civil y disciplinariamente de conformidad con lo establecido en la ley.


La exigencia de responsabilidad no amparará los ataques contra la independencia judicial que pretendan encubrirse bajo su formal cobertura.

ARTÍCULO 36.-
ÓRGANO Y PROCEDIMIENTO PARA LA EXIGENCIA DE RESPONSABILIDAD

 
La responsabilidad disciplinaria de los jueces será competencia de los órganos del Poder Judicial legalmente establecidos, mediante procedimientos que garanticen el respeto del debido proceso y, en particular, el de los derechos de audiencia, defensa, contradicción y recursos legales que correspondan.

ARTÍCULO 37.-
SISTEMA DE SUPERVISIÓN JUDICIAL


Los sistemas de inspección judicial han de entenderse como un medio para verificar el buen funcionamiento de los órganos judiciales y procurar el apoyo a la mejora de la gestión de los jueces, antes que mecanismos puramente represivos.
ARTÍCULO 38.-
EVALUACIÓN DEL DESEMPEÑO

a)
En garantía de la eficiencia y calidad del servicio público de justicia, la Corte Suprema de Justicia deberá establecer un sistema de evaluación del rendimiento y comportamiento técnico profesional de los jueces y otros funcionarios judiciales, que permita mantener un control sobre índices de desempeño y sobre la calidad del servicio que se presta a la comunidad.

b)
El buen desempeño deberá influir en calificaciones que anualmente habrán de realizarse y a través de los puntajes correspondientes, servirá para ser tomado en cuenta en ascensos y demás beneficios acordados para jueces y otros funcionarios judiciales.
ARTÍCULO 39.-
CONSECUENCIAS DE LA EVALUACIÓN NEGATIVA DEL DESEMPEÑO


El desempeño inadecuado o deficiente en el ejercicio de la función jurisdiccional, debidamente acreditado mediante procedimiento legal y reglamentariamente establecido, que prevea la audiencia al Juez, o al funcionario de que se trate, puede conllevar la aplicación de períodos de capacitación obligatoria o, en su caso, la aplicación de otras medidas correctivas o disciplinarias.
FORMACIÓN Y CAPACITACIÓN JUDICIALES

ARTÍCULO 40.-
FORMACIÓN INICIAL


La capacitación inicial tiene por objetivos la selección de los candidatos más aptos para el desempeño de la función judicial en una sociedad democrática, a través de mecanismos que permitan comprobar las condiciones que debe reunir todo aspirante a la judicatura y la formación de este en los conocimientos y las destrezas propias de su función, con una orientación teórico-práctica que incluya, en la medida de lo posible, un período de pasantías en órganos jurisdiccionales u otros previamente seleccionados.

ARTÍCULO 41.-
CENTROS DE CAPACITACIÓN


La Escuela Judicial debe asumir la responsabilidad de la formación inicial de los jueces, y, en su caso, de los que ya pertenecen a la carrera judicial siguiendo las indicaciones de política general que se lleguen a dictar en la materia, en cuanto a los propósitos que deben perseguirse con esa formación, diseñando, planificando y ejecutando los programas educativos, así como valorando sus resultados y el impacto de tales programas.

ARTÍCULO 42.-
COSTOS DE LA FORMACIÓN INICIAL


Los costos de la formación inicial deben ser asumidos por el Poder Judicial, aun en casos en que se cuente con la colaboración de instituciones públicas y privadas.

ARTÍCULO 43.-
NATURALEZA Y COSTOS DE LA CAPACITACIÓN CONTINUADA


La formación continuada o capacitación en servicio constituye un derecho y un deber del Juez y una responsabilidad del Poder Judicial, que deberá facilitarla en régimen de gratuidad.

ARTÍCULO 44.-
VOLUNTARIEDAD DE LA CAPACITACIÓN CONTINUADA


Independientemente de lo dicho en el artículo anterior, la capacitación continuada reviste carácter obligatorio en casos de ascenso o traslado que implique cambio de jurisdicción, reformas legales importantes y otras circunstancias especialmente calificadas por la Escuela Judicial o los órganos competentes del Poder Judicial.

ARTÍCULO 45.-
ÓRGANO QUE TIENE ENCOMENDADA LA CAPACITACIÓN CONTINUADA


La formación continuada o capacitación en servicio debe ofrecerse a jueces y magistrados a través de la Escuela Judicial, sin perjuicio de que se recurra a la colaboración de otras instituciones, públicas o privadas, cuando fuere necesario, lo que se hará a través de reglas claras aprobadas por la autoridad correspondiente del Poder Judicial.

ARTÍCULO 46.-
EVALUACIÓN EN LA CAPACITACIÓN
a)
La evaluación de los aspirantes que participan en procesos de formación inicial, se realizará atendiendo a criterios objetivos, para determinar la posibilidad o imposibilidad del ingreso a la función.

b)
La evaluación de la formación continuada, incorporada al expediente personal del Juez, puede constituir un elemento de valoración del desempeño judicial y uno de los criterios de decisión para la promoción y ascenso de los jueces, u otros funcionarios del sistema, siempre que exista una normativa previamente acordada por la autoridad que dentro del Poder Judicial le corresponda hacerlo.

ARTÍCULO 47.-
PARTICIPACIÓN JUDICIAL EN LA PROGRAMACIÓN DE LA CAPACITACIÓN

 
En la definición de políticas de formación judicial, los órganos competentes deberán tomar en cuenta la opinión de los jueces, a través de mecanismos confiables de consulta.

RETRIBUCIÓN, SEGURIDAD SOCIAL Y MEDIOS MATERIALES

ARTÍCULO 48.-
REMUNERACIÓN


Los jueces deben recibir una remuneración suficiente, irreductible y acorde con la importancia de la función que desempeñan y con las exigencias y responsabilidades que conlleva.

ARTÍCULO 49.-
SEGURIDAD SOCIAL

a)
El Estado garantiza a los jueces un sistema de seguridad social, así como que al concluir sus años de servicio por retiro, ya sea por enfermedad u otras causas legalmente previstas o en caso de daños personales, derivados del ejercicio del cargo, reciban una pensión o jubilación digna o, en su caso, una indemnización adecuada.

b)
Del mismo modo, el Estado debe garantizar a todo Juez un seguro de riesgos múltiples.

ARTÍCULO 50.-
RECURSOS HUMANOS, MEDIOS MATERIALES Y APOYOS TÉCNICOS

a)
Los jueces y los tribunales en general, deberán contar con los recursos humanos, medios materiales y apoyos técnicos necesarios para el adecuado desempeño de su función.

b)
El Poder Judicial ha de disponer los mecanismos apropiados para que se cuente siempre con el criterio de los jueces y sea considerado a la hora de tomar las decisiones que se adopten sobre el particular.

c)
En especial, los jueces deben tener fácil acceso a la legislación y a la jurisprudencia y disponer de los demás recursos necesarios para la rápida y motivada resolución de litigios y causas.

ARTÍCULO 51.-
SEGURIDAD PERSONAL Y FAMILIAR


En garantía de la independencia e imparcialidad que ha de presidir el ejercicio de la función jurisdiccional, el Estado proporcionará los medios necesarios para la seguridad personal y familiar de los jueces cuando, en función de las circunstancias, se detecte que están sometidos a riesgo de esa naturaleza.

DERECHO DE ASOCIACIÓN PROFESIONAL

ARTÍCULO 52.-
DERECHO DE ASOCIACIÓN DE LOS JUECES


Se reconoce a los jueces la libertad de asociación.

ÉTICA JUDICIAL
ARTÍCULO 53.-
SERVICIO Y RESPETO A LAS PARTES

a)
En el contexto de un Estado constitucional y democrático de derecho y en el ejercicio de su función jurisdiccional, los jueces tienen el deber de trascender el ámbito de ejercicio de dicha función, procurando que la justicia se imparta en condiciones de eficiencia, calidad, accesibilidad y transparencia, con respeto a la dignidad de la persona que acude en demanda del servicio.

b)
El Poder Judicial está en el deber no solamente de dictar las normas que hagan efectiva esta importante obligación, sino también en el de tomar las medidas apropiadas para mantener los controles sobre su cumplimiento.

ARTÍCULO 54.-
OBLIGACIÓN DE INDEPENDENCIA


El Juez está obligado a mantener y defender su independencia en el ejercicio de la función jurisdiccional.

ARTÍCULO 55.-
DEBIDO PROCESO


Los jueces tienen el deber de cumplir y hacer cumplir el principio del debido proceso, constituyéndose en garantes de los derechos de las partes y, en particular, velando por dispensarles un trato igual que evite cualquier desequilibrio motivado por la diferencia de condiciones materiales entre ellas y, en general, toda situación de indefensión. 

ARTÍCULO 56.-
LIMITACIONES EN LA AVERIGUACIÓN DE LA VERDAD


Los jueces habrán de servirse tan solo de los medios legítimos que el ordenamiento pone a su alcance en la persecución de la verdad de los hechos en los casos de que conozcan.

ARTÍCULO 57.-
MOTIVACIÓN


Los jueces tienen la inexcusable obligación, en garantía de la legitimidad de su función y de los derechos de las partes, de motivar debidamente las resoluciones que dicten.

ARTÍCULO 58.-
RESOLUCIÓN EN PLAZO RAZONABLE

a)
Es un derecho de las personas, que los procesos reciban una tramitación ágil, y a que los jueces resuelvan sus pretensiones en un plazo razonable, evitando, o en su defecto sancionando, las actividades dilatorias o contrarias a la buena fe procesal de las partes.

b)
En caso de que se produzca un retraso, las partes e interesados tienen derecho a saber el motivo de ello.

ARTÍCULO 59.-
PRINCIPIO DE EQUIDAD


En la resolución de los conflictos que lleguen a su conocimiento, los jueces, sin menoscabo del estricto respeto a la legalidad vigente y teniendo siempre presente el trasfondo humano de dichos conflictos, procurarán atemperar con criterios de equidad las consecuencias personales, familiares o sociales desfavorables.

ARTÍCULO 60.-
SECRETO PROFESIONAL

a)
Los jueces tienen obligación de guardar absoluta reserva y secreto profesional en relación con las causas en trámite y con los hechos o datos conocidos en el ejercicio de su función o con ocasión de esta, salvo las autorizaciones que ya contiene el Código de Ética Judicial.

b)
Tampoco pueden los jueces evacuar consulta ni dar asesoramiento en los casos de contienda judicial actual o posible.

ARTÍCULO 61.-
CRITERIOS DE APLICACIÓN DE LAS NORMAS DE ESTA LEY

a)
La presente ley de interés público.  Sus normas son autoaplicativas y servirán de criterio para las actuaciones jurisdiccionales de los jueces, así como para la  interpretación del resto del ordenamiento jurídico que deban aplicar a un caso, todo de conformidad con los principios y valores que las inspiran. 

b)
Las normas anteriores tienen, además, un carácter regulador mínimo en su descripción y consecuencias, de manera que no excluyen la existencia de otros contenidos en diferentes cuerpos normativos, de diverso nivel jerárquico, o que se consideren aplicables de principio, por ser inherentes al buen desempeño de la administración de justicia y la judicatura.

ARTÍCULO 62.-
SANCIÓN POR INCUMPLIMIENTO DE LO DISPUESTO EN ESTA LEY

 
El incumplimiento de cualquier disposición de esta Ley por parte de funcionarios y jueces, se entenderá como falta grave o gravísima, según las consecuencias que haya tenido para la o las personas afectadas, lo que se precisará caso por caso y en tal virtud se sancionará disciplinariamente, de conformidad con la legislación respectiva.


Rige a partir de su publicación.


Dado en la Presidencia de la República, a los dieciséis días del mes de julio del año dos mil cuatro.

      Abel Pacheco de la Espriella

PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA







 

  Patricia Vega Herrera









MINISTRA DE JUSTICIA

27 de octubre de 2004, daa.

NOTA:
Este proyecto pasó a estudio e informe de la Comisión



Permanente de Asuntos Jurídicos.

-0-

El Dr. Marvin Carvajal manifiesta que considera importante que aunque la Escuela Judicial no ha sido consultada formalmente respecto del anterior proyecto de ley  que se basa en documentación producida internacionalmente, particularmente, en el Estatuto de la Justicia producido en  Iberoamérica, en Cortes, esta tiene una serie de regulaciones que se relacionan con el tema de la formación judicial en todos sus ámbitos, concretamente  a partir del artículo 39. Hay varias disposiciones referentes al tema de la capacitación, es por ello que considera importante como antecedente, que los miembros del Consejo Directivo la conozcan y revisen, debido a que sus normas son bastante genéricas y de alguna manera, se enmarcan dentro de los otros proyectos que están en la corriente legislativa. Señala que no existen grandes diferencias, pero que si es importante analizar sus peculiaridades.
La Licda. Olga Fallas Ulloa indica que, la Licda. Marta Iris Muñoz Cascante, Jefa de la Defensa Pública, tiene interés en enviar un artículo que incluya el área de auxiliares, porque este proyecto no lo contempla.  Ella se compromete en realizarlo.

-0-

SE ACUERDA:   Comisionar al Dr. Marvin Carvajal Pérez, director de la Escuela Judicial,  para que realice un análisis de dicho proyecto y presente un informe que se analizará en la próxima sesión del Consejo Directivo, para su posterior remisión a la Asamblea Legislativa.  ACUERDO FIRME.

-0-
 El Dr. Marvin Carvajal Pérez, director de la Escuela Judicial, en atención al anterior acuerdo, somete a conocimiento del Consejo Directivo el siguiente documento:

Normas del proyecto de Ley de Carrera Judicial.

	Norma
	Comentario

	ARTÍCULO 40.-FORMACIÓN INICIAL

La capacitación inicial tiene por objetivos la selección de los candidatos más aptos para el desempeño de la función judicial en una sociedad democrática, a través de mecanismos que permitan comprobar las condiciones que debe reunir todo aspirante a la judicatura y la formación de este en los conocimientos y las destrezas propias de su función, con una orientación teórico-práctica que incluya, en la medida de lo posible, un período de pasantías en órganos jurisdiccionales u otros previamente seleccionados.
	Nota: Es excelente que se busque regular la Formación Inicial, pues al día de hoy se carece de un marco normativo adecuado. Sin embargo, quizás la norma debería ser más genérica –sin incluir los valores que debe buscar la Formación Inicial, para no dar rango de ley  contenidos o metodologías que la Escuela debe estar en posibilidad de adaptar y perfeccionar.



	ARTÍCULO 41.-CENTROS DE CAPACITACIÓN

La Escuela Judicial debe asumir la responsabilidad de la formación inicial de los jueces, y, en su caso, de los que ya pertenecen a la carrera judicial siguiendo las indicaciones de política general que se lleguen a dictar en la materia, en cuanto a los propósitos que deben perseguirse con esa formación, diseñando, planificando y ejecutando los programas educativos, así como valorando sus resultados y el impacto de tales programas.
	Nota: La norma es muy adecuada, pues deja las decisiones políticas a los órganos competentes (Corte, Consejo Superior, Consejo Directivo, etc.) y da a la Escuela amplias potestades en la formación, diseño, planificación y ejecución de sus programas de capacitación.

	ARTÍCULO 42.-COSTOS DE LA FORMACIÓN INICIAL

Los costos de la formación inicial deben ser asumidos por el Poder Judicial, aun en casos en que se cuente con la colaboración de instituciones públicas y privadas.
	Nota: Esta norma recuerda claramente al Poder Judicial que la formación inicial es un deber para con las usuarias y usuarios de sus servicios, por lo que resulta muy positiva.

	ARTÍCULO 43.-NATURALEZA Y COSTOS DE LA CAPACITACIÓN CONTINUADA

La formación continuada o capacitación en servicio constituye un derecho y un deber del Juez y una responsabilidad del Poder Judicial, que deberá facilitarla en régimen de gratuidad.
	Nota: Es muy conveniente esta norma, pues refuerza la necesidad de capacitación permanente a las juezas y jueces y obliga al Poder Judicial a brindarlos en forma gratuita, con lo que excluye la “tercerización” si esta implica una erogación para las y los participantes. 
Debe abarcar a todos los órganos judiciales, según el sistema costarricense en que varios órganos auxiliares no propiamente jurisdiccionales conforman el Poder Judicial.

	ARTÍCULO 44.-VOLUNTARIEDAD DE LA CAPACITACIÓN CONTINUADA

Independientemente de lo dicho en el artículo anterior, la capacitación continuada reviste carácter obligatorio en casos de ascenso o traslado que implique cambio de jurisdicción, reformas legales importantes y otras circunstancias especialmente calificadas por la Escuela Judicial o los órganos competentes del Poder Judicial.
	Nota: El epígrafe del artículo no se corresponde con su contenido. La norma en sí es adecuada, pues establece un deber genérico, dejando a la Escuela la determinación de los medios y modo de cumplimiento de tales obligaciones.

	ARTÍCULO 45.- ÓRGANO QUE TIENE ENCOMENDADA LA CAPACITACIÓN CONTINUADA

La formación continuada o capacitación en servicio debe ofrecerse a jueces y magistrados a través de la Escuela Judicial, sin perjuicio de que se recurra a la colaboración de otras instituciones, públicas o privadas, cuando fuere necesario, lo que se hará a través de reglas claras aprobadas por la autoridad correspondiente del Poder Judicial.


	Nota: Esta norma permite las alianzas estratégicas, lo cual es muy positivo. Que se obligue a las aprobaciones internas correspondientes es normal en un sistema que respete las reglas del control interno.

	ARTÍCULO 46.-EVALUACIÓN EN LA CAPACITACIÓN
a)
La evaluación de los aspirantes que participan en procesos de formación inicial, se realizará atendiendo a criterios objetivos, para determinar la posibilidad o imposibilidad del ingreso a la función.

b)
La evaluación de la formación continuada, incorporada al expediente personal del Juez, puede constituir un elemento de valoración del desempeño judicial y uno de los criterios de decisión para la promoción y ascenso de los jueces, u otros funcionarios del sistema, siempre que exista una normativa previamente acordada por la autoridad que dentro del Poder Judicial le corresponda hacerlo.
	Nota: El inciso a) es adecuado, aunque no se debe limitar a la formación inicial, sino a todos los procesos de formación y capacitación de la Escuela caracterizados por ser de aprovechamiento.

En cuanto al inciso b), su texto es bastante confuso. Si todo lo allí dicho depende de decisiones internas, entonces la norma debió ser más genérica y dejar a los actos inferiores su desarrollo. Habiendo en la actualidad un esfuerzo institucional en establecer criterios adecuados para la evaluación del desempeño, no parece conveniente fijar criterios por vía de Ley.



	ARTÍCULO 47. PARTICIPACIÓN JUDICIAL EN LA PROGRAMACIÓN DE LA CAPACITACIÓN

En la definición de políticas de formación judicial, los órganos competentes deberán tomar en cuenta la opinión de los jueces, a través de mecanismos confiables de consulta.
	Nota: Sin duda alguna, la participación de todos los sectores involucrados (Corte, Consejo de la Judicatura, asociaciones de juezas y jueces, etc.) es esencial para lograr parámetros adecuados de formación inicial. Se considera conveniente la inclusión de esta disposición.
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En adición a los artículos anteriores, se conoció la propuesta de la Licda. Marta Iris Muñoz Cascante, Jefa de la Defensa Pública y por consiguiente se agregan los siguientes artículos: 

	Norma
	Comentario

	
	

	ARTÍCULO 1.-
PRINCIPIOS EN QUE SE FUNDA LA JUSTICIA


La justicia es un valor esencial para la razonable convivencia en sociedad, pero también lo es para el fortalecimiento del sistema democrático.


Debe entenderse que la justicia es un servicio público y las personas tienen derecho a que se le brinde en los más altos niveles de oportunidad, probidad, eficiencia, transparencia, calidad y, especialmente, con respeto de quien acude en demanda de ella.


Todos los funcionarios que participan y se desempeñan dentro del sistema de justicia, en especial sus jueces y juezas, están en el deber de cuidar su alta misión y de que sus actuaciones respondan a normas de conducta que honren la integridad e independencia de su función y que estimulen el respeto y la confianza en su trabajo.


El Poder Judicial deberá crear y promover canales flexibles e informales a los que las personas puedan acudir a plantear sugerencias, reclamos y quejas acerca del funcionamiento del sistema o de funcionarios en particular, debiéndoseles garantizar que no habrá represalias de ningún tipo por tal motivo.


De igual modo, todo servidor judicial está en el deber de facilitar, o en su caso, canalizar apropiadamente la denuncia de actos reñidos con la legalidad o la ética en el desempeño de otros funcionarios, independientemente del rango o función que ejerza el denunciado ó denunciados.

DERECHOS DE LAS PERSONAS USUARIAS DEL SISTEMA JUDICIAL

	Nota: Artículo 1, párrafo 3: “Todos los funcionarios y servidores que se desempeñan dentro del sistema de justicia y los que apoyan su labor, están en el deber de cuidar su alta misión y de que sus actuaciones respondan a normas de conducta que honren la integridad e independencia de su función y que estimulen el respeto y la confianza en su trabajo.”


	ARTÍCULO 6.-
DERECHO A LA PUNTUALIDAD Y RAZONABILIDAD DE LOS ACTOS JUDICIALES

a)
Las personas que deban participar en cualquier actividad judicial, tienen derecho a exigir que se lleven a cabo con puntualidad.

b)
Preferentemente el Juez, pero en su caso un funcionario autorizado, deberá informar con claridad y tomando en consideración las circunstancias, las causas de cualquier retraso.

c)
Salvo el caso de fuerza mayor, toda suspensión de una actividad procesal que  exija la presencia de partes, abogados, testigos, peritos u otras personas, deberá ser comunicada con la debida antelación, a fin de evitar gastos y molestias innecesarias a los interesados.

d)
Las comparecencias personales ante cualquier órgano judicial, deberán llevarse a cabo de modo que sea lo menos gravosa posible para la persona.

e)
Las comparecencias judiciales personales deben reducirse a los casos estrictamente necesarios y jueces u otros funcionarios están en el deber de concentrarlas y realizarlas empleando la menor cantidad de tiempo posible, para evitar llamados reiterados e innecesarios.

f)
Si la asistencia a un acto jurisdiccional implica desplazamiento para una persona, cuando por las condiciones personales corresponda, el Poder Judicial debe tramitarle con la antelación y la celeridad debidas, las indemnizaciones que por ello procedan.


	Nota: Artículo 6, inciso b: “Todo funcionario y servidor deberá informar con claridad las causas de cualquier retraso.”

	ARTÍCULO 8.-
CONDICIONES DE ATENCIÓN A USUARIOS EL SISTEMA


Las personas tienen derecho a ser atendidos personalmente en las oficinas judiciales respecto de cualquier incidencia relacionada con el funcionamiento de dichas oficinas, en la forma legalmente establecida.


	Nota: Artículo 8, párrafo 2: “Las dependencias judiciales que atiendan al público, deberán reunir las condiciones y facilidades que contemplen las políticas de género y accesibilidad del Poder Judicial, así como las demás obligaciones  establecidas en el ordenamiento y que sean necesarias para asegurar una correcta y adecuada atención de las personas.”

	ARTÍCULO 10.- FACILIDADES PARA COMUNICARSE CON LOS ÓRGANOS JURISDICCIONALES

 
El Poder Judicial hará esfuerzos para que en un plazo razonable, las personas puedan comunicarse con los órganos jurisdiccionales a través del correo electrónico, video conferencias y otros medios telemáticos, con las consecuencias que las leyes procesales contemplen.


	Nota: Artículo 10: “El poder judicial hará esfuerzos para que en un plazo razonable, las personas usuarias del sistema judicial puedan comunicarse con los órganos jurisdiccionales a través del correo electrónico, video conferencias y otros medios telemáticos, con las consecuencias que las leyes procesales contemplen.”


	
	Nota: Entre los numerales 14 y 17, se sugiere no separar las previsiones, sino que estas sean genéricas sobre la protección a la victima y aquellas poblaciones vulnerables para que puedan incluirse sectores como: de los indígenas, del niño y el adolescente, de personas con discapacidad, de mujeres, de adultos mayores y de migrantes, quienes pertenecen a estratos sociales tradicionalmente discriminadas y objeto de violaciones a derechos y garantías legales.”



Los miembros de este Consejo estiman que el proyecto de ley “ESTATUTO DE LA JUSTICIA Y DERECHOS DE LAS PERSONAS USUARIAS DEL SISTEMA JUDICIAL”, es muy favorable, únicamente se hacen algunas observaciones y sugerencias con carácter técnico a ciertos artículos de dicho proyecto. Por tal motivo, se estima conveniente hacerlas del conocimiento del Dr. Luis Fernando Solano Carrera, para que luego del análisis de dichas observaciones, determine si las pone en conocimiento de la Corte Plena.
Recomendaciones:

1. Debería establecerse una norma adicional que establezca que todo lo dispuesto en el Estatuto se aplicará igualmente a los (as) funcionarios (as) y servidores (as) Poder Judicial. Lo anterior por cuanto los principios que inspiran el Estatuto no son únicamente dirigidos a los (as) jueces (zas).

2. Conviene eliminar del artículo 40, parte final, todos aquellos aspectos en que se detallen en forma exhaustiva, elementos metodológicos que corresponde determinar a los órganos técnicos especializados, a saber, la Escuela Judicial y las unidades de capacitación.
3. Es de relevancia aclarar el concepto de gratuidad contenido en el artículo 43 del proyecto, en el sentido que este solamente le impide a la Escuela Judicial, exigir una erogación patrimonial a la persona participante en un proceso de capacitación. Debe descartar que signifique la obligación, por parte del Poder Judicial, de impartir sus capacitaciones únicamente en horario hábil.
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SE ACUERDA:   Que este Consejo, en relación con el proyecto de ley “ESTATUTO DE LA JUSTICIA Y DERECHOS DE LAS PERSONAS USUARIAS DEL SISTEMA JUDICIAL”, remite algunas observaciones para el conocimiento del Dr. Luis Fernando Solano Carrera, para que luego de analizarlas, determine si las pone en conocimiento de la Corte Plena. ACUERDO FIRME.
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ARTÍCULO III
La Magistrada Anabelle León Feoli,  de la Sala Segunda, Corte Suprema de Justicia, en oficio de 28 de mayo de 2007, dice:
“ En relación al acuerdo adoptado en el artículo XIV de la sesión celebrada el 25 de marzo del 2007, me permito informar que en este momento la Comisión de Accesibilidad, en coordinación con el Consejo Nacional de Rehabilitación y Enseñanza Especial, está llevando a cabo una serie de talleres de sensibilización dirigidos a la población judicial y civil.


Uno de los propósitos es identificar personal voluntario con el fin de crear grupos de apoyo por circuitos y edificios a fin de capacitarlos en la atención de personas con discapacidad, entre ellas a quienes utilizan el lenguaje Lesco.


La imposibilidad material de lograr una capacitación de todo el personal, llevó a la decisión de optar por estos grupos de apoyo.


El Departamento de Recursos Humanos, en fecha próxima, coordinará un primer grupo de cincuenta personas, con el fin indicado.


Sin otro en particular, me suscribo con muestras de consideración y estima,”

SE ACUERDA: Tomar nota y ofrecer a la Comisión de Accesibilidad el apoyo que requiera para la realización de esta actividad, dentro de las posibilidades de la Escuela Judicial.
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ARTÍCULO IV

La señora María Emilia Campos Solís, Secretaria Técnica de Género a.i.,  en oficio 390-STG-07 con 28 de mayo de 2007, dice:
“Para su atención y fines consiguientes, le transcribo el acuerdo tomado por la Comisión de Género, en sesión Nº 03-2007, celebrada el 19 de marzo del 2007, que, en lo que interesa, dice:

Artículo VII: 
Plan de Restricciones y Regulación a las Capacitaciones en el Poder Judicial

Mediante acuerdo tomado por la Corte Plena en sesión N° 05-07, celebrada el 12 de febrero último, en su “ARTÍCULO XVII, se conoció “PROPUESTA CONSEJO CONSULTIVO para regular las capacitaciones en el Poder Judicial (...).
En razón de que el plan propuesto por el Consejo Consultivo repercute directamente sobre las actividades de capacitación de la Comisión de Género, se trasladará a Corte Plena, los siguientes:

Se acordó:
1.1 Que la iniciativa del Consejo Consultivo de regular los procesos de capacitación en el Poder Judicial, es de suma importancia en razón de que actualmente existen grandes cantidades de capacitaciones que se organizan con la mejor intención, pero carentes de todas sistematicidad y coordinación entre las diversas instancias de nuestra institución; razón por la cual muchas veces se afecta el servicio público a raíz de la constante ausencia del personal, siendo que además en no pocas ocasiones se traslapan capacitaciones.

1.2  Se recomienda que todas las áreas del Poder Judicial que requieran organizar e impartir capacitaciones deberán calendarizarlas en sus respectivos planes anuales operativos, de manera que desde el año anterior a su ejecución, todas las capacitaciones estén sistemáticamente coordinadas por la Escuela Judicial; evitándose de esta forma traslape y duplicidad de cursos y contenidos.

1.3 Que la Escuela Judicial cuente con una base de datos de las personas que se hayan capacitado, con desagregación de información a nivel de materia, sexo y despacho, en aras de que los procesos de capacitación abarquen a la mayor cantidad de población judicial y evitar que haya personas que reciban la misma capacitación debido a la inexistencia de esa información.   

En ejecución del acuerdo trascrito, se le solicita, muy respetuosamente, se sirva valorar la posibilidad de crear una base de datos de las personas que se hayan capacitado, con desagregación de información a nivel de materia, sexo y despacho.”   
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SE ACUERDA: Tomar nota y comunicar a la Secretaría Técnica de Género que el CONSEJO DIRECTIVO DE LA ESCUELA JUDICIAL, en la sesión N° 03 celebrada el  29 de marzo del año 2007, planteó varias observaciones respecto a la propuesta “Consejo Consultivo”, las cuales se remitieron para conocimiento de Corte Plena, el 30 de marzo del 2007, mediante el oficio Nº 17-CD/EJ-07.  Asimismo, que las demás observaciones están siendo ya implementadas en la Escuela Judicial o están en proceso de serlo en un futuro próximo.
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ARTÍCULO V

El señor Daniel Amighetti Saborio,  en oficio del 06 de junio de 2007, dice:
“Por este medio los saludo muy cordialmente y a la vez me permito presentar a su gentil consideración la siguiente petitoria.

Después de una conversación sostenida hace algunos días con el director de la Escuela Judicial DON MARVIN CARVAJAL PÉREZ, quien atendió muy amablemente a su servidor Daniel Amighetti S. quien siendo bachiller en derecho y estando a punto de terminar la licenciatura, y sin haber podido entrar en el programa de maestría de la Universidad Nacional.

Tuve el atrevimiento de pedirle a don Marvin a manera de favor personal, que me permitiese asistir a los cursos por ustedes impartidos, en Ciencias Medicas Forenses y Patológicas, con el afán siempre de aprender acerca del fascinante universo de las Ciencias Forenses para lo cual amablemente me dijo que lo pusiese por escrito.

Para efectos de cualquier comunicación con su servidor mi teléfono es el 843-9584 y el fax es el 222-9626 o 269-4608.

Agradeciendo de antemano su gentil colaboración, así como la atención que se sirvan dispensar a la presente.”
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SE ACUERDA:   Informar al señor Daniel Amighetti Saborio que en atención a su solicitud, atentamente se le invita a participar en todas las actividades de la Escuela Judicial, dirigidas al público en general. Con respecto a las restantes actividades, por limitaciones presupuestarias, estas están orientadas exclusivamente a funcionarios que laboran dentro de la institución. ACUERDO FIRME.
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ARTÍCULO VI
El señor Roberto Fernández Quirós, en oficio del 05 de junio de 2007 dirigido al Consejo Directivo de la Escuela , dice:
“Por medio de la presente me dirijo a ustedes en el siguiente sentido; yo Roberto Fernández Quirós, cédula de identidad 1-1183-0500, ciudadano costarricense, hago de su conocimiento la situación laboral actual en la que me encuentro, el día de ayer 01 de junio del 2007, se me entregó una nota por parte del jefe de la sección para la que laboraba en el Organismo de Investigación Judicial, el señor Michael Soto Rojas, en la cual se me indica el cese de mi nombramiento interino por cuanto hace referencia al oficio número 558-DG-07, de la Dirección General de dicho Organismo, donde el Subdirector el señor Francisco Segura Montero, le indica al señor Soto Rojas que según el oficio número 28-CD/EJ-07 de fecha 26 de abril del año en curso, el Dr. Marvin Carvajal Pérez, Director de la Escuela Judicial, pone en conocimiento a la Dirección, de la resolución del Consejo Directivo de la Escuela Judicial, tomada en la sesión Nº 3 celebrada el día 28 de marzo del 2007, artículo XII, en el que se dispuso denegarme (a Roberto Fernández Quirós) la posibilidad de repetir la materia de Acondicionamiento  Físico, razón por la cual indicaron que quedé reprobado en  el curso del LII Programa Básico de Formación de Investigación Criminal.

De lo anterior se me indicó por parte del señor Michael Soto, que a mi persona se le había notificado desde el día 26 de abril del año en curso, lo cual es incorrecto ya que yo no recibí ninguna nota, ni referencia alguna que me pusiera en autos del asunto en cuestión, es por lo anterior que deseo que se evalúe de nuevo la situación, y se me de una nueva oportunidad en el siguiente sentido de que:

1.  En el tanto de que se me violento el derecho y libertad a mi legítima defensa, por cuanto se me notificó de la situación el mismo día en que se me indicó el cese de mi nombramiento, esto fue el 01 de junio de los corrientes, alegando estos que yo ya tenía conocimiento de la situación desde el 26 de abril del  2007, mediante el oficio Nº 28-CD/EJ-07 el cual yo nunca recibí ni tuve en mis manos ni siquiera una copia del mismo, tampoco se me notificó por ningún otro medio de la situación en la que me encontraba, lo cual me perjudicó ya que no tuve ni el tiempo mínimo para poder realizar una defensa a mi favor.

2.  En el tanto de que si bien es cierto yo había aprobado la materia de Acondicionamiento Físico, esta no fue impedimento para que durante el período de tiempo en el que yo labore para la institución en cuestión que fue de un año y diez meses, yo realizara mi trabajo con la mayor dedicación y excelencia posible, siendo que esto me mereció inclusive elogios y agradecimiento por parte tanto del jefe de la oficina como de mis compañeros; así como de la confianza de estos para colaborarles en muchos trabajos en los que en otras circunstancias, no habría solicitado ayuda a una persona en mi posición.

3.  Que si bien es cierto yo perdí la reposición de la prueba física, la cual tuvo un atraso de seis meses por diversos factores, y no porque yo no quisiera, se me indicó que se me integraría al siguiente curso de Acondicionamiento Físico para que yo lo realizará nuevamente; esto por parte personeros de la Escuela Judicial, a lo cual siempre estuve anuente y en espera de que se me indicara la fecha en la que iniciaba el curso para proceder a realizarlo.

4.  Que si bien es cierto tanto los personeros del Organismo como los de la Escuela Judicial se basaron en diferentes artículos del Estatuto del Servicio Judicial y cláusulas del contrato de Capacitación para el cese de mi nombramiento; tengo conocimiento de que muchos de los empleados del Organismo de Investigación Judicial, incumplen con los mismos requisitos que se impusieron a mi persona para el cese del nombramiento, y aún laboran para dicha institución, e inclusive existen personeros que tienen más de veinte años de laborar para la institución y hasta hace poco se les realizó la  Prueba Física y dicha prueba se les realizó a algunos solamente; y que muchos de ellos ocupan altos cargos sin cumplir con los requisitos, que se supone según los estatutos de la institución deben cumplir para encontrarse allí.

5.  Que considero que se me discriminó ya que la obesidad de la que padezco no ha sido ni será impedimento para realizar las labores propias de un Investigador, además de que aduzco que cuando una persona padece de Alcoholismo lo someten a tratamiento pero no lo destituyen de su cargo al considerarlo una enfermedad y que la obesidad a sido declarada por muchas entidades como una enfermedad.  Es por ello que hago referencia a que la obesidad no es un impedimento para que yo realice las labores propias de un investigador; por cuanto al menos un 55% de los empleados del O.I.J. padecen de obesidad y aún así realizan labores de investigación, al mismo o mejor nivel que muchos de los investigadores que no padecen de esto.

6.  Que desde mi perspectiva no comprendo como hay cargos que requieren requisitos, pero que se le aplica solo a algunas personas y a otras no, entonces algunos valores que dice tener el O.I.J. como la Disciplina, Objetividad, Lealtad, Honradez y Excelencia, son solo aplicables para algunas personas; es acaso que para poder llegar a obtener igualdad y respecto, hay que caerle bien a alguien.

Por lo anterior y por otras razones es que, no comprendo como la normas y estatutos de la institución son aplicables para alguno y no para todos como debería ser.  Entonces porque no se me puede brindar una oportunidad a mi.

Pongo como testigos de que mi labor dentro de la institución fue muy efectiva y que mi condición no fue impedimento para realizar labores de investigación;  a los siguientes:

Todos miembros de la sección de Delitos Varios del O.I.J., a su vez pueden consultar en otras secciones como Inspecciones Oculares y Recolección de Indicios, Robos, Homicidios, para recibir comentarios de mi desempeño.

Sin más por el momento y esperando interpongan sus buenos oficios a fin de brindarme una respuesta pronta, me despido agradeciendo su colaboración y comprensión.·
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El Sr. Víctor Castro Méndez, Secretario General, Sindicato ANIC en oficio Nº 078-07 del  04 de junio de 2007, dice:
“El Sindicato Asociación Nacional de Investigadores en Criminalística, con el debido respeto acude a ustedes para coadyuvar a nuestro compañero agremiado ROBERTO FERNÁNDEZ QUIRÓS, de la Sección de Delitos Varios del Organismo de Investigación Judicial, a quien le fue cesado su nombramiento interino, a partir del día 2 de junio del año en curso, en concordancia con lo por ese Consejo Directivo en la Sesión Nº 3, celebrada el 29 de marzo de 2007, artículo XII, de lo cual fue notificado hasta el día 01 de junio del año en curso.

El compañero tiene alrededor de dos años de laborar para el Poder Judicial, específicamente en el Organismo de Investigación Judicial, y a finales del año 2006 participó en el LII Programa Básico de Formación en Investigación Criminal, ganando todas las materias excepto la de Acondicionamiento Físico.

Para aquel momento y conforme lo dispone el Artículo 25 del Reglamento de la Escuela Judicial, se le indicó por parte de personeros de ese centro de enseñanza, que podría repetir la materia en el siguiente Programa Básico, conforme había sido la práctica hasta la fecha.

Es menester señalar que el citado artículo 25 literalmente dice :

Artículo 25.- Quienes no aprobaran un curso tienen derecho a realizar una prueba extraordinaria sobre la materia recibida y si no lograren la nota mínima podrán repetirlo por una vez; la no aprobación de la materia en esta oportunidad producirá el retiro de la Escuela por tres años.  No obstante lo anterior, en casos calificados, el Consejo Directivo podrá autorizar a un alumno para que reciba por tercera vez un curso.

(Resaltamos lo que más interesa)

Sin embargo, el Director de la Escuela Judicial en la sesión Nº 3, Artículo XII, del Consejo Directivo de la Escuela Judicial, propuso y le fue aprobado, que pusieran fin a esa práctica, porque en su criterio no se ajusta a Derecho, y es una forma inadecuada de manejar fondos públicos.

Refiriéndose a los compañeros Roberto Fernández Quirós y Luis Diego Moreno Vela, indica que antes de ingresar al curso firmaron un contrato de capacitación, en el que se obligaron a cumplir con todas las “aprobaciones” que impone el Programa Básico de Formación en Investigación Criminal, y alude a la cláusula sétima del contrato, transcribiendo entre otras cosas que  

“ En caso de incumplimiento por parte de “El beneficiario a cualquiera de las obligaciones aquí contraídas o la pérdida injustificada del curso de adiestramiento a que se refiere este convenio por la no aprobación de una o más materias del mismo, producirá automáticamente el cese del interinato sin responsabilidad patronal alguna,…”  

Y concluye el Director de la Escuela Judicial indicando que si un alumno pierde un examen extraordinario, debe considerarse que ha incumplido el contrato suscrito con el Poder Judicial, por el que el mismo debe ser resuelto, desapareciendo las obligaciones contractuales a cargo de la Institución, y que por ello no está obligada a permitir la repetición del curso, y lo más sorprendente es que el citado director de la Escuela afirma que el clausulado del contrato por ser norma especial debe quedar por encima de la disposición general del artículo 25 del Reglamento de la Escuela Judicial.

Conocemos los principios de las normas generales y las especiales, pero discrepamos de su posición, por cuanto lo que debería hacerse es ajustar los términos de los contratos a la normativa general del Reglamento de la Escuela Judicial, por ser éstas de mayor jerarquía.

Finalmente el señor Director de la Escuela Judicial, incorpora en el escrito que sirvió de fundamento para que el Consejo Directivo de la Escuela Judicial, acogiera su propuesta de no permitir la repetición de la materia de acondicionamiento físico, al compañero FERNÁNDEZ QUIRÓS, una serie de criterios subjetivos que de ningún modo podemos compartir, como que se hace una inversión de fondos públicos en nuestra capacitación, y que si la Escuela tolera que se permita la repetición de cursos, estaría “avalando un desperdicio de los limitados recursos institucionales”.

Nada más alejado de la realidad, ya que por el contrario, el desperdicio se presentaría al impedirles a los afectados repetir la materia, ya que existe una alta posibilidad de que la ganen y de ese modo, la inversión ya hecha en ellos no sería en vano, cosa que si ocurriría si se mantiene la tesis del señor Director de la Escuela.

Por otra parte también dice que se estaría “ propiciando situaciones contrarias al principio de conveniencia y oportunidad.“, “…ya que se permitiría que un funcionario nombrado siguiera cursando el programa, con evidente perjuicio para el buen servicio público.”

Con el mayor de los respetos, no es posible compartir esos criterios del señor Director, ya que es totalmente lo contrario, la conveniencia y oportunidad de nombrar lo antes posible personal de Investigación, ha sido el motivo por el que el citado programa de formación haya sido reducido a la mitad del tiempo que antes requería, y en lo tocante al servicio público, es evidente que un investigador que ya ganó todas las demás materias, está capacitado en la mayor parte de los requerimientos para la prestación de un buen servicio público.  (Recuérdese que la materia que falta aprobar en este caso es acondicionamiento físico)

Y sobre este último aspecto, es menester informar que a pesar de que el compañero cuenta con 22 años de edad, no tiene la contextura promedio de los jóvenes de su edad, por el contrario mide alrededor de dos metros de altura y su peso supera los 100 Kilogramos, y sin embargo al momento de practicarle las pruebas de acondicionamiento físico, utilizan los mismos parámetros aplicados a los jóvenes con tamaño y peso promedio, lo cual nos parece a todas luces inconveniente, ya que debía considerarse factores como el Índice de Masa Muscular, con base en el cual pueda realizarse pruebas diferenciadas, para quienes cuya contextura física difiere del promedio en nuestro país.

Por todo lo anterior, estamos apelando lo dispuesto por el Consejo Directivo de la Escuela Judicial, en la Sesión Nº 3, del 29 de marzo del año en curso, Artículo XII y solicitamos que conforme lo dispone el artículo 25 del Reglamento de la Escuela Judicial, se le permita al compañero Roberto Fernández Quirós, repetir la materia de Acondicionamiento Físico.

Esperamos señora y señores Integrantes del Consejo Directivo de la Escuela Judicial, que comprendan la difícil situación en que él queda, al verse obligado a resarcir los estipendios recibidos durante el tiempo que recibió la capacitación.

Tomando en cuenta que ha prestado servicio durante casi dos años, y el mismo ha sido de alta calidad,  de lo cual pueden dar fe los compañeros de la Sección de Delitos Varios, algunos de los cuáles nos han indicado que el compañero afectado, no ha escatimado esfuerzos en prestar servicios hasta altas horas de la noche, sin cobrar siquiera las abundantes horas extra que he laborado.

Finalmente, nos parece que el compañero está siendo victima de discriminación, en relación con las disposiciones que se han aplicado a tantos otros compañeros que repitieron hasta dos veces cursos que habían reprobado, de lo cual se le entera a los de primer ingreso, cuando realizan el Programa Básico de Formación en Investigación Criminal. Además es importante considerar que el compañero Fernández Quirós a desempeñado funciones de investigador rindiendo informes de datos recabados en asuntos policiales rubricados con su firma; lo cual acarrea responsabilidades inulidades desde 29 marzo del 2007 fecha ñeque fue cesado por ese Consejo y  hasta 01 de junio del año en curso en que fue notificado por SUB Director del Organismo de Investigación Judicial.  
Esta apelación se presenta en tiempo, puesto que fue hasta el día viernes 01 de junio del año en curso, cuando el jefe inmediato le notificó del oficio Nº 558-DG-07, de ese mismo día, suscrito por el Sub-Director del Organismo de Investigación Judicial, donde se reseña el acuerdo tomado por el Consejo Directivo de la Escuela Judicial, en la sesión del 29 de marzo de 2007, al que nos hemos referido.

-0-

El Lic. Michael Soto Rojas, Jefe del Departamento de Investigaciones Criminales, Sección Delitos Varios, Subdirector General del Organismo de Investigación Judicial en oficio N°  558-D.G.-07 del 01 de junio de 2007, suscrito al Lic. Michael Soto Rojas, dice:
“ Para su conocimiento, adjunto copia del oficio No. 558-DG-07, donde se solicita el cese de su nombramiento interino en esta sección, a partir del día 02 de junio del año en curso, en virtud del acuerdo tomado por el Consejo Directivo de la Escuela Judicial en la sesión Nº 03 del 29 de marzo del año en curso.”
-0-
El Lic. Francisco Segura Montero, Subdirector General del Organismo de Investigación Judicial en oficio N°  558-D.G.-07 del 01 de junio de 2007, suscrito al Lic. Michael Soto Rojas, dice:

“ Mediante oficio N° 28-CD/EJ-07 de fecha 26 de abril del año en curso, el Dr. Marvin Carvajal Pérez, Director de la Escuela Judicial, ha puesto en conocimiento de esta Dirección General el acuerdo tomado por el Consejo Directivo de esa dependencia en la sesión N° 03 celebrada el 29 de marzo del 2007, artículo XII, en el que se dispuso denegar al señor Roberto Fernández Quirós, participante del LIII Programa Básico de Formación en Investigación Criminal, la posibilidad de repetir la materia de Acondicionamiento Físico, razón por la cual el mismo queda en condición de reprobado en dicho curso.

En virtud de lo anterior y, dado que el  señor Fernández Quirós no cumple con uno de los requisitos establecidos en el Manual de Puestos del Poder Judicial para desempeñar el cargo de Investigador en este Organismo, le solicito proceder a cesar el nombramiento del mismo a partir del día de mañana 2 de junio del 2007, con fundamento en lo dispuesto por el artículo 18 inciso c) del Estatuto de Servicio Judicial (Ley 

N° 5155 de 10 de enero de 1973)  y  la  cláusula  sétima  del  Contrato de Capacitación suscrito al efecto por el señor Fernández, donde se indica que la  pérdida injustificada del curso de adiestramiento por la no aprobación de una o más materia del mismo, producirá automáticamente el cese del interinato sin responsabilidad patronal alguna.

De este oficio se está remitiendo copia a la Dirección Ejecutiva del Poder Judicial para efectos de lo dispuesto en el citado Contrato de Capacitación y en el artículo 30 del Reglamento de Becas y Permisos de Estudios para el personal del Poder Judicial.”

-0-

SE ACUERDA: Trasladar el presente recurso de reconsideración del señor Roberto Fernández Quirós, para análisis por los miembros de este Consejo, por lo que este asunto se conocerá en una próxima sesión. ACUERDO FIRME.

-0-
ARTÍCULO VII
El señor Nills Rojas Jara, Oficina Regional de O.I.J.,  en oficio del 13 de junio de 2007 dirigido al Consejo Directivo de la Escuela, dice:
“Por este medio reciban un cordial saludo de parte de este servidor a la vez que aprovecho la oportunidad para informarle que mi persona participó en el XXVI Curso Básico de Investigación Criminal realizado del 16 de agosto al 17 de diciembre del año 1993.

Recientemente fui informado por la Unidad de Capacitación del O.I.J. que aparezco reprobando la materia de Medicina Legal, por lo que le solicito respetuosamente a ese Consejo Directivo se me tome en cuenta para realizar el examen respectivo ya que es mi deseo cumplir con la normativa de la Escuela Judicial, en lo que se refiere  a la aprobación de estudios del Curso Básico para investigadores.

Para alguna notificación, favor enviarla al correo electrónico de este servidor en INTRANET.”
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La Msc. Kattia Campos Zúñiga, Jefa a.i. de la Unidad de Capacitación del O.I.J., en oficio Nº EJ-CAP-109-07, del 13 de junio de 2007,  dice:
“En relación con la solicitud del señor Nills Rojas Jara, Jefe de la Oficina Regional del Organismo de Investigación Judicial en Osa, para realizar el examen en Medicina Legal, al respecto me permito indicarle:

Según las actas correspondientes al 26 Curso Básico de Investigación Criminal, realizado en el año 1993, se reporta que el señor Rojas Jara perdió la materia de Medicina Legal con una nota de 68.75.  Posteriormente realiza el examen extraordinario en el cual obtuvo una nota de 58, según oficio Nº JDML-93-457, suscrito por el Dr. Wagner Rodríguez.

Es por lo anterior que el señor Nills Rojas Jara deberá repetir la materia de Medicina Legal en el siguiente Programa Básico, ya que tuvo la oportunidad de realizar el examen extraordinario y lo perdió.”
-0-

SE ACUERDA: Trasladar la presente solicitud del señor Nills Rojas Jara, para análisis por los miembros de esté Consejo, por lo que se asunto se conocerá en una próxima sesión. ACUERDO FIRME.

-0-

ARTÍCULO VIII

El Lic. José Vicente Martínez Oporto, Administrador de la Escuela Judicial,  en oficio Nº EJ-ADM-166-07 del 25 de junio de 2007 dirigido al Consejo Directivo de la Escuela, dice:
“Sirva la presente para solicitarle de la manera más atenta, se traslade a las Unidades de Capacitación del Ministerio Público y Defensa Pública los siguientes procesos:

· La tramitación para confección de certificados ante el Departamento de Artes Gráficas.

· La tramitación de los informes finales de cada curso directamente ante el Departamento de Personal, con copia a la Escuela Judicial para ser incluidos en la base de datos.”
-0-
El Dr. Marvin Carvajal Pérez, Director de la Escuela Judicial manifiesta que, considerando la desconcentración de la Unidades de Capacitación, producto de la reestructuración de la Escuela Judicial, aprobada por el Consejo Superior en la sesión Nº 10-07 celebrada el ocho de febrero del dos mil siete, la base de datos con la que trabaja la Escuela estará a disposición de la Unidad de Capitación de la Defensa Pública, Ministerio Público y restantes.  Por tal motivo, se ofrecerá una capacitación en su uso, a las auxiliares que se trasladaron al Ministerio Público y Defensa Pública. También, se aprovechará esta inducción para involucrar a las restantes unidades.  Por consiguiente, de ahora en adelante le debe corresponder a cada una de las unidades de capacitación, alimentar directamente la base de datos, con la posibilidad de que la Escuela pueda hacer consultas directamente. Igualmente, le debe corresponder a las unidades, realizar las certificaciones de sus actividades de capacitación y la tramitación de todo lo concerniente a los certificados incluyendo su firma, siendo innecesario que sean firmadas por el Director de la Escuela.
-0-

SE ACUERDA: Que le corresponderá a las Unidades de Capacitación del Ministerio Público, la Defensa Pública y de Gestión Humana: 1)  Tramitar la confección de los certificados ante el Departamento de Artes Gráficas e igualmente, serán los responsables de firmar estos.  2)  Alimentar la Base de Datos con las actividades capacitación a su cargo.  3)  Remitir los informes finales de cada curso al Departamento de Personal con copia a la Escuela Judicial. 4) Tramitar las solicitudes de certificación de las actividades de capacitación impartidas por dichas Unidades.  5) Lo anterior, se refiere únicamente a las actividades de capacitación que son aprobadas en el Plan Anual de Trabajo o las actividades extraordinarias previamente aprobados por el Consejo Directivo de la Escuela de acorde con las normas establecidas con respecto a tipos de certificados, modalidad de actividades académicas, requisitos para otorgar certificados de acuerdo con la modalidad y reglas generales para su otorgamiento.  Estas normas serán remitidas oportunamente por este Consejo,  para su conocimiento por parte de cada una de las  unidades de capacitación.  ACUERDO FIRME.
-0-

Se levanta la sesión a las once horas.

Mag. Óscar González Camacho                                  Dr. Marvin Carvajal Pérez

              PRESIDENTE a.i.                                            DIRECTOR ESCUELA JUDICIAL
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